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PETICIÓN 902-03 
ADMISIBILIDAD
RENÉ MAURICIO ARTIGA NAVARRO Y OTROS
EL SALVADOR
2 de noviembre de 2011

I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 16 de octubre de 2003 una petición presentada por la Fundación de Estudios para la Aplicación del Derecho (en adelante “FESPAD”)
, la Fundación Centro para la Defensa del Consumidor, Vivian Lizeth Gutiérrez Luna
, Saúl Antonio Baños
 y Carolina Paz Narváez (en adelante “peticionarios”), en contra del Estado de El Salvador (en adelante “Estado” o “Estado salvadoreño”), por la presunta violación al deber de prevención en cuanto a la integridad personal por parte del Estado, al permitir la venta de productos alcohólicos elaborados con alcohol metílico, lo que habría provocado que quienes consumieron el producto en la gran mayoría de casos falleciera o resultaran con ceguera y daños al sistema nervioso y respiratorio. En particular, los peticionarios informan sobre las siguientes personas sobrevivientes: 1) René Mauricio Artiga Navarro, 2) Antonio López Maldonado, 3) Santiago Bermúdez Bermúdez, 4) Carlos Alberto Ramírez Romero y, 5) Rosalina de Jesús  Menjívar. Asimismo, individualizan a las siguientes personas que fallecieron: 1) Carlos Arsenio Cubías, 2) José Inés Mendoza, 3) Mauricio Antonio Constanza, 4) Mario Roberto Paiz Godoy, 5) Julio de Jesús Palacios Mejía, 6) Luis Miguel Guzmán González, 7) Ángel Norberto Umaña, 8) Santos Sabino Díaz, 9) Fredy Benedicto Flores, 10) Iván Antonio Vázquez, 11) Pedro Efraín Martínez Montano, 12) Santos Fulgencio Alfaro, 13) Ángel Méndez García, 14) Jesús Vidal Cubías Rivas, 15) Andrés Hernández, 16) José Benigno Gálvez Ramírez, 17) Ofelio (o Rogelio) López, 18) Pedro Juan Valladares Morales, 19) José Horacio Herrera García, 20) Marcos Antonio Flores Hidalgo, 21) Víctor Antonio Rosales Ramírez, 22) Bernabé López, 23) Manuel Francisco Rivas, 24) José Fermín Rivas, 25) Jorge Alberto Molina Mercado, 26) Aurean Merino, 27) Felipe Álvaro Hernández Alvarado, 28) José Alfredo Rivas Rivas, 29) Jesús Napoleón Mejía Guardado, 30) José Mauricio Sánchez Vásquez, 31) Manuel Antonio Ramírez Romero, 32) Agruelio de Jesús Gómez Rivas (todos en adelante “presuntas víctimas”).
2. Los peticionarios alegan que el Estado salvadoreño es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 5 (integridad personal), 8.1 (garantías judiciales), 25 (protección judicial) y 26 (desarrollo progresivo) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), en concordancia con la obligación general establecida en los artículos 1.1 y 2 del citado instrumento internacional, en perjuicio de las presuntas víctimas y sus familiares. Asimismo, alegan la violación del artículo 10 del Protocolo de San Salvador y el artículo XI de la Declaración Americana.
3. Por su parte, el Estado indica que la Sala Constitucional se pronunció sobre el asunto no dando lugar a un recurso de amparo interpuesto, porque el Ministerio de Salud habría acreditado su labor preventiva en el asunto. En consecuencia, solicita que la petición se declare inadmisible.
4. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 4, 5.1, 8.1, 25 y 26 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.  La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 16 de octubre de 2003 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 902-03. El 2 de diciembre de 2003, transmitió la petición al Estado de El Salvador, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH. La respuesta del Estado fue recibida el 4 de febrero de 2004. Dicha comunicación fue debidamente trasladada a los peticionarios.
6. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios mediante comunicaciones de fechas 26 de febrero de 2004, 17 de mayo de 2004, 19 de octubre de 2005, 16 de diciembre de 2005, 4 de diciembre de 2006, 2 de septiembre de 2010, 29 de octubre de 2010, 27 de noviembre de 2010 y 31 de enero de 2011.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. 
Asimismo, recibió información del Estado en las siguientes fechas: 14 de marzo de 2005, 26 de abril de 2006, 2 de abril de 2007 y 17 de febrero de 2011, siendo debidamente trasladadas a los peticionarios.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
Los peticionarios

7. Los peticionarios manifiestan que entre octubre del año 2000 y agosto del 2001, en diversas zonas del país, particularmente en las zonas centro y occidente, varias personas fueron intoxicadas por el consumo de bebidas embriagantes elaboradas sobre la base de alcohol metílico. Informan que se reportaron 127 muertes y otros tantos casos de daños físicos, psíquicos y morales a quienes sobrevivieron. Según la información aportada por los peticionarios, la mayoría de personas que ingirieron  esta sustancia, no alcanzó siquiera a llegar a los centros hospitalarios. Entre los daños que padecieron las personas sobrevinientes a la ingesta del alcohol metílico, se reportaron casos de ceguera y graves daños al sistema nervioso y respiratorio. Sostienen que los familiares de las personas afectadas en su mayoría son de escasos recursos y algunos pudieron interponer recursos a nivel interno con la finalidad de buscar o solicitar una justa indemnización. Alegan que muchos familiares, debido a su situación económica, tuvieron que incurrir en préstamos, incluso para el pago de los funerales.
8. Alegan que el alcohol metílico es un alcohol de uso industrial que tiene una elevada toxicidad y capacidad mortífera si es ingerido por el ser humano. Como producto químico, es aplicado como disolvente de barniz. Argumentan que a pesar de ello, el Estado no habría actuado para impedir o prohibir su libre circulación y adquisición para ser ingerido a nivel nacional. 

9. Indican que a pesar de que las autoridades conocieron de la situación a través de la alarma social que se originó por los hechos denunciados a partir de los primeros días de octubre de 2000, el Ministerio de Salud no retiró del comercio los productos adulterados, incumpliendo las obligaciones que le impone la Constitución de la República y el Código de Salud entre otras normas, particularmente la obligación de supervisar los productos que son ofrecidos públicamente para el consumo humano, e incumpliendo tratados internacionales sobre protección a los derechos humanos.  Los peticionarios señalan que la gran mayoría de las presuntas víctimas fallecieron en diferentes fechas en el transcurso del mes de octubre de 2000, y reportan algunos casos de fallecimientos hasta el mes de marzo de 2001.
10. Indican que el Estado ha señalado a la CIDH que la Ley vigente en la época en que ocurrieron los hechos, establecía sólo una facultad potestativa del Ministerio de Salud de realizar inspecciones que considerara convenientes, en fábricas y bodegas de productores de alcohol, así como de los productores, distribuidores y detallistas de bebidas alcohólicas. Enfatizan que el Estado ha puntualizado que la Ley Reguladora de la producción y comercialización del alcohol y de las bebidas alcohólicas, en la época en que ocurrieron las muertes por consumo de alcohol adulterado, excluía de su regulación los productos alcohólicos en los que interviniese el “alcohol metílico”. 

11. Respecto de los derechos que alegan violados, indican el derecho a la integridad personal. Asimismo, a través de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, alegan que se vulneró el derecho a la protección judicial por no tramitar diligentemente los procesos de amparo interpuestos y porque el proceso no se ajustó a las características de sencillez, rapidez y eficacia que demanda el artículo 25.1 de la Convención Americana. Asimismo, sostienen que el Estado violó el derecho a la salud de las presuntas víctimas conforme a lo establecido en la Convención Americana, el Protocolo de San Salvador y la Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre, al permitir la producción, comercialización, adquisición y consumo de bebidas embriagantes elaboradas con alcohol tóxico que provocó severos daños a la salud como ceguera, disminución de la movilidad de los miembros inferiores, así como la muerte de más de un centenar de personas, dentro de las cuales se enmarcan varias de las presuntas víctimas.
12. Alegan que el Estado además de no garantizar los derechos de las presuntas víctimas,  no ha demostrado voluntad para reparar el daño causado, aún cuando está comprobado a través de dictámenes médicos, que la afectación a los derechos humanos demandados fue producto de la ingesta del alcohol metílico. Indican que el Estado inició investigaciones a nivel interno sin dar un seguimiento debido permaneciendo los casos en la impunidad. Manifiestan que la conducta de las autoridades fue pasiva y nada diligente, siendo la demora en la resolución de los amparos otra muestra de ello.  
13. Respecto del agotamiento de los recursos internos, sostienen que se presentaron recursos de amparo individuales contra el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social ante la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, reclamando la omisión de sus obligaciones que habrían provocado la intoxicación de las presuntas víctimas por consumo del alcohol metílico. Informan que las demandas de amparo se presentaron el 27 de noviembre de 2000 (630-2000), el 20 de noviembre de 2001 (670-2001), el 28 de noviembre de 2001 (634-2000) y el 20 de noviembre de 2001 (671-2001) y que a la fecha de presentación de la petición ante la CIDH, no se había obtenido sentencia. Por ello, argumentaron la excepción al agotamiento de los recursos internos, por el retardo injustificado de la Corte Suprema en emitir las sentencias. 
14. Indican que recién en el año 2004, la Sala de lo Constitucional resolvió no dar lugar a los recursos de amparo interpuestos, porque consideró que sí había existido protección preventiva a la salud y que la actuación del Ministerio había estado apegada a la Ley. No obstante, señalan que una magistrada que integraba dicho tribunal determinó en su voto disidente que la Sala debió amparar a las presuntas víctimas por violación al derecho a la vida de sus familiares, al derecho a la salud y al derecho a la protección en la conservación y defensa del mismo dado el impacto social y el irreparable daño causado. Con la emisión de las sentencias respectivas en los recursos de amparo, alegan que agotaron los recursos internos. 
15. Respecto al recurso de queja que el Estado alega se podría haber agotado, manifiestan que sirve como habilitación legal para subsanar el retardo de la administración de justicia, pero es inefectivo para atacar las violaciones a los derechos humanos demandada.
16. Los peticionarios reconocen que mediante Decreto Legislativo No. 543 del 16 de diciembre de 2004, la Ley Reguladora de la Producción y Comercialización de Alcohol y de las Bebidas Alcohólicas, fue modificada a raíz de la alarma social que ocasionó este caso. Sin embargo, informan que continúan reportándose casos de licor adulterado en algunas zonas del país que han causado intoxicaciones. Ello, según los peticionarios, muestra la ineficacia de las medidas adoptadas para garantizar el derecho a la vida, a la salud e integridad de la población salvadoreña.
B. 
El Estado 

17. El Estado alega que el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, institución cuestionada en la jurisdicción interna en relación a este caso, planteó en los reclamos presentados por las partes interesadas ante la Corte Suprema en los procesos de Amparo 630/2000, 634/2001, 671/2001, que la Ley Reguladora de la Producción y Comercialización del Alcohol y de las Bebidas Alcohólicas, en la época en que las muertes por consumo de alcohol adulterado tuvieron lugar, excluía de su regulación los productos alcohólicos en los que interviniese el “alcohol metílico”. Por tanto, argumenta que el Ministerio no tenía en ese entonces injerencia en el tema. Agrega que de acuerdo al Ministerio, la citada Ley establecía únicamente una facultad potestativa de realizar las inspecciones que considerara convenientes en las fábricas y bodegas de los productores de alcohol, así como de los productores, distribuidores y detallistas de bebidas alcohólicas, cosa que dicho Ministerio realizaba de forma permanente a través de 400 inspectores de saneamiento ambiental, de acuerdo a una calendarización de actividades, con tomas de muestras al azar y análisis de laboratorios con diferentes propósitos como control de calidad, registros sanitarios o atender denuncias.

18. Al igual que los peticionarios, informa que la Corte Suprema determinó no dar lugar a los amparos promovidos, por considerar que había existido protección preventiva a la salud y que la actuación de dicho Ministerio había estado apegada a la Ley. El Estado considera que las acciones legales estatales en el caso fueron efectivas, porque en los amparos se dio respuesta y, aunque no fueron favorables a los intereses de los peticionarios, el pronunciamiento fue en base a los hechos y conforme a derecho. Afirma que el tiempo utilizado por la Suprema Corte para emitir el fallo fue justificado, considerando la magnitud de los hechos alegados y los supuestos derechos violados.

19. Respecto a las investigaciones a nivel interno para determinar responsabilidades por lo sucedido, refiere que en el ámbito penal, se realizaron las investigaciones correspondientes y  se dictaron órdenes de captura en contra de personas que vendieron el alcohol metílico de forma ilícita en establecimientos comerciales clandestinos. No obstante, agrega que la Fiscalía General de la República no ha reportado “información que documente avances” en las investigaciones penales. 
20. Además, informa que el 11 de octubre de 2000 la Asamblea Legislativa emitió el Decreto Legislativo 162, prorrogado por Decreto 370 del 30 de marzo de 2001, que estableció la prohibición por un plazo de 10 días, de la distribución, venta y consumo de alcoholes y bebidas alcohólicas destiladas con una concentración de 25 ALC de volumen de alcohol en adelante, comercializados en expendios de aguardiente y farmacias; además se contempló la presunción legal de adulteración de productos comercializados cuando contuviesen sustancias nocivas para la salud de las personas y; estableció la obligación para el Ministerio de Hacienda de informar al Ministerio de Salud sobre las importaciones realizadas en la materia.
21. Asimismo, según el Estado se introdujeron importantes reformas a la Ley Reguladora de la Producción y Comercialización del Alcohol y de las Bebidas Alcohólicas. Al respecto informa que mediante Decreto Legislativo 543 del 16 de diciembre de 2004, se ampliaron aspectos relativos al funcionamiento, registros sanitarios, controles de calidad, pago de impuestos y garantías al consumidor, relacionados con la producción, elaboración y venta de alcohol etílico o industrial, de alcohol metílico, entre otros. Los controles sobre la comercialización del alcohol metílico incluyeron la facultad del Ministerio de Salud de autorizar a toda persona natural o jurídica que necesitara adquirir esa clase de alcohol y de llevar un registro de los usuarios del mismo. En cuanto a las ventas al detalle, informa que se prohibió a cualquier persona con licencia para comercializar o vender bebidas alcohólicas tener en sus locales alcohol etílico, facultándose a la Policía Nacional Civil para verificar y garantizar el cumplimiento a dichas disposiciones.
22. Respecto al previo agotamiento de los recursos internos, inicialmente sostuvo que los peticionarios no habían cumplido este requisito e indicó que es complicado establecer la obligación del Estado de prevenir el daño a la salud y a la vida, en un concepto de política pública y no de hechos que violentaron derechos y garantías constitucionales. Posteriormente, hizo referencia a la resolución de la Corte Suprema que no dio lugar a los amparos interpuestos. Afirma que el tiempo utilizado por la Corte Suprema para emitir las sentencias fue justificado, considerando la magnitud de los hechos alegados y los supuestos derechos violados. Agrega que respecto a la alegada demora de la Corte Suprema en la decisión, los peticionarios tenían a su disposición el recurso de queja por retardación de justicia. En consecuencia, solicita que la petición sea declarada inadmisible.

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia 
23. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. Al respecto, la CIDH toma nota que los peticionarios, en su escrito inicial, identificaron como presuntas víctimas a 5 personas sobrevivientes
 y 32
 personas fallecidas e individualizaron a algunos de los familiares de las presuntas víctimas
. Por ello, la Comisión observa que la petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado de El Salvador se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.

24. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que El Salvador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 23 de junio de 1978, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de El Salvador, Estado Parte en dichos tratados.  La Comisión reitera que una vez que la Convención entró en vigor en un Estado, ésta y no la Declaración se convirtió en fuente primaria de derecho aplicable por la CIDH, siempre que la petición se refiera a la presunta violación de derechos contenidos en ambos instrumentos y no se trate de una situación de violación continua
. Por tanto, la CIDH sólo se referirá a normas de la Convención. 

25. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana, ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 
26. Respecto del Protocolo de San Salvador, si bien la CIDH carece de competencia para establecer violaciones del artículo 10 de dicho instrumento en casos individuales, la CIDH tomará en consideración las normas referentes a estos derechos en su análisis sobre el fondo de este caso, conforme a lo establecido en el artículo 29 de la Convención Americana. 

B. Requisitos de Admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

27. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. El artículo 46.2 de la Convención por su parte establece tres supuestos en los que no se aplica la regla del agotamiento de los recursos internos: a) que no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) que no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y c) que haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.  Estos supuestos no se refieren sólo a la existencia formal de tales recursos, sino también que estos sean adecuados y efectivos.
28. En el presente caso, el Estado sostiene que los peticionarios agotaron los recursos de la jurisdicción interna pese a que no obtuvieron el resultado que esperaban y tuvieron a su disposición el recurso de queja por la alegada retardación de justicia. Por su parte, los peticionarios argumentan que agotaron los recursos de la jurisdicción interna y que los amparos fueron resueltos en forma tardía.  
29. La Comisión ha expresado que para cumplir con el requisito de previo agotamiento, los peticionarios sólo deben agotar los recursos idóneos, es decir, los recursos disponibles y eficaces para remediar la situación denunciada. En el presente caso, la Comisión observa que a nivel interno se interpusieron recursos de amparo contra el Ministro de Salud Pública y Asistencia Social, reclamando la omisión de sus obligaciones de prevención suficiente y razonable, respecto de las ventas de productos alcohólicos adulterados con alcohol metílico y que habría tenido consecuencias en la salud y la vida de las presuntas víctimas. De acuerdo a la información aportada por las partes, los recursos de amparo interpuestos fueron los siguientes:
· Recurso de Amparo No. 630-2000 presentado el 27 de noviembre de 2000, por las muertes de Carlos Arsenio Cubías, Mauricio Antonio Constanza, Julio de Jesús Palacios Mejía, Luis Miguel Guzmán González, Iván Antonio Vázquez, Santos Fulgencio Alfaro, Ofelio (o Rogelio) López, Marcos Antonio Flores Hidalgo, Víctor Antonio Rosales Ramírez, Bernabé López, José Fermín Rivas, Jorge Alberto Molina Mercado, Felipe Álvaro Hernández Alvarado, José Mauricio Sánchez Vásquez, Agruelio de Jesús Gómez Rivas y otros.
· Recurso de Amparo No. 634-2000, presentado el 28 de noviembre de 2000 a favor de René Mauricio Artiga Navarro y Santiago Bermúdez Bermúdez, sobrevivientes y otros. 
· Recurso de Amparo No. 670-2001 presentado el 20 de noviembre de 2001 a favor de Antonio López Maldonado y Rosalina de Jesús Menjívar, sobrevivientes y otros. 

· Recurso de Amparo No. 671-2001 presentado el 20 de noviembre de 2001 a favor de  Carlos Alberto Ramírez Romero, sobreviviente y por las muertes de José Inés Mendoza, Ángel Norberto Umaña, Santos Sabino Díaz, Ángel Méndez García, Jesús Vidal Cubías Rivas, José Benigno Gálvez Ramírez, Manuel Francisco Rivas, Aurean Merino, Jesús Napoleón Mejía Guardado, Manuel Antonio Ramírez Romero y otros. 

30. El recurso de amparo No. 630-2000 fue resuelto por la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema el 19 de mayo de 2004.  Posteriormente, los recursos de amparo No. 670-2001 y 671-2001 fueron acumulados al 634-2000, y la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia los resolvió el 20 de junio de 2005. En ambos la Sala Constitucional determinó no dar lugar a los amparos porque consideró que habría existido protección preventiva a la salud y que la actuación del Ministerio habría estado apegada a la Ley.
31. La Comisión observa que no hay controversia entre las partes respecto de que el recurso de amparo era, en principio, el recurso idóneo para remediar los hechos planteados. Por otro lado, la CIDH considera que los peticionarios no estaban obligados a presentar una queja ante la Suprema Corte por retardación de justicia según lo planteado por el Estado, porque no es un recurso judicial ni un medio eficaz para solucionar la presunta violación de derechos humanos denunciada.
32. La CIDH concluye que las sentencias de 19 de mayo de 2004 y de 20 de junio de 2005, emitidas por la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema respecto de los recursos de amparo antes señalados, agotaron la jurisdicción. En consecuencia, concluye cumplido el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención Americana.
33. Por otra parte, la Comisión tiene presente la información que consta en el expediente sobre la situación socioeconómica de escasos recursos de los familiares de las personas afectadas. Asimismo, observa que con las resoluciones de amparo antes mencionadas, todas razonadas en el mismo sentido por la más alta instancia judicial de El Salvador, se agotó la sustancia del tema. En consecuencia, respecto a las víctimas o familiares que no contaron con los recursos y consideraron que el ejercicio resultaría irrisorio, la Comisión considera razonable admitir sus reclamos con base en el hecho no controvertido que las cuestiones de hecho y derecho estuvieron planteadas ante el Estado a través de múltiples recursos de amparo, de manera que el Estado contaba con la oportunidad de conocer y pronunciarse sobre los temas.

34. Sólo resta señalar que la invocación de las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos allí consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia. Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis á vis las normas sustantivas de la Convención. Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente configuran violaciones a la Convención.

2.
Plazo de presentación de la petición

35. Con relación al requisito del artículo 46.1.b de la Convención, conforme al cual la petición debe ser presentada dentro del plazo de seis meses a partir de que la víctima sea notificada de la decisión definitiva que haya agotado los recursos internos, la CIDH observa que la petición analizada se presentó el 16 de octubre de 2003, con anterioridad a la fecha de las sentencias que agotaron los recursos internos.  Por tanto, se encuentra satisfecho el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención Americana.  
3. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
36. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
4. 
Caracterización de los hechos alegados
37. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo.
38. El criterio para la apreciación de estos extremos es diferente al requerido para pronunciarse sobre los méritos de una denuncia. La CIDH debe realizar una evaluación prima facie y determinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención Americana, mas no establecer la existencia de dicha violación
.  En la presente etapa corresponde efectuar un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo. El propio Reglamento de la Comisión Interamericana, al establecer una fase de admisibilidad y otra de fondo, refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizar la Comisión Interamericana a fin de declarar una petición admisible y la requerida para establecer si se ha cometido una violación imputable al Estado
.
39. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
40. En este caso, los peticionarios sostienen que el Estado violó el derecho a la integridad personal y el derecho a la salud de las presuntas víctimas por omisión de sus obligaciones establecidas en el derecho interno e internacional, al permitir la producción, comercialización, adquisición y consumo de bebidas embriagantes elaboradas con alcohol tóxico que provocó severas complicaciones en la salud de los afectados e incluso sus muertes. Asimismo, consideran que el proceso judicial interpuesto no se ajustó a las características que demandan los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana. El Estado por su parte afirma que la Sala Constitucional se pronunció sobre el asunto y no dio lugar a los recursos de amparo debido a que el Ministerio de Salud acreditó su labor preventiva en el asunto.
41. De acuerdo a la información y documentos aportados por las partes, la CIDH considera que los hechos alegados respecto de la presunta omisión del Estado en prevenir y garantizar los derechos de las presuntas víctimas, en caso de resultar probados, podrían caracterizar presuntas violaciones del derecho garantizado en el artículo 5.1 de la Convención Americana, en conexión con los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento, respecto de las presuntas víctimas sobrevivientes y de los familiares de las presuntas víctimas fallecidas.
42. De la misma forma, considera que el alegado retardo de la Corte Suprema de Justicia en emitir las respectivas sentencias de amparo, así como la supuesta falta de investigación de los hechos, en caso de resultar probados, podrían caracterizar presuntas violaciones de los derechos garantizados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de dicho instrumento respecto de las presuntas víctimas sobrevivientes y de los familiares de las presuntas víctimas fallecidas. 
43. Asimismo considera que los hechos del presente caso podrían caracterizar una presunta violación al artículo 26 de la Convención Americana en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.
44. Además, la Comisión decide declarar admisible la petición respecto de la presunta violación al deber de prevención y garantía que surge del artículo 4 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, respecto de las presuntas víctimas fallecidas. En la etapa de fondo, la CIDH analizará si el Estado sabía o debía haber sabido sobre la existencia de un riesgo real o inmediato para la vida de las presuntas víctimas por la venta de alcohol metílico, así como las medidas que podían esperarse por parte de un Estado para evitar dicho riesgo.
V. CONCLUSIONES

45. La Comisión concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y decide continuar con el análisis de fondo relativo a la supuesta violación de los artículos 5.1, 8.1, 25 y 26, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, respecto de las presuntas víctimas sobrevivientes y de los familiares de las presuntas víctimas fallecidas.
46. La CIDH decide además declarar el caso admisible respecto de la presunta violación del derecho consagrado en el artículo 4 de la Convención Americana en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, respecto de las presuntas víctimas fallecidas.
47. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1.
Declarar admisible la petición en cuanto a las presuntas violaciones de los derechos establecidos en los artículos 5.1, 8.1, 25 y 26 de la Convención, en concordancia con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, respecto de las presuntas víctimas sobrevivientes y de los familiares de las presuntas víctimas fallecidas.
2.
Declarar admisible la petición en cuanto a la presunta violación del derecho consagrado en el artículo 4 de la Convención, relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, respecto de las presuntas víctimas fallecidas.
3.
Notificar esta decisión a las partes. 

4.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 2 días del mes de noviembre de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente;  Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González y Luz Patricia Mejía Guerrero, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, la Comisionada María Silvia Guillén, de nacionalidad salvadoreña, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


�  El 17 de octubre de 2010, la Fundación de Estudios para la Aplicación del Derecho, renunció de manera expresa a la representación legal de las presuntas víctimas.


� Vivian Lizeth Gutiérrez Luna se acreditó como peticionaria el 29 de octubre de 2010.


� Saúl Antonio Baños se acreditó como peticionario el 29 de octubre de 2010.


� Presuntas víctimas sobrevivientes individualizadas por los peticionarios: 1) René Mauricio Artiga Navarro, 2) Antonio López Maldonado, 3) Santiago Bermúdez Bermúdez, 4) Carlos Alberto Ramírez Romero y, 5) Rosalina de Jesús  Menjívar.


� Presuntas víctimas fallecidas individualizadas por los peticionarios 1) Carlos Arsenio Cubías, 2) José Inés Mendoza, 3) Mauricio Antonio Constanza, 4) Mario Roberto Paiz Godoy, 5) Julio de Jesús Palacios Mejía, 6) Luis Miguel Guzmán González, 7) Ángel Norberto Umaña, 8) Santos Sabino Díaz, 9) Fredy Benedicto Flores, 10) Iván Antonio Vázquez, 11) Pedro Efraín Martínez Montano, 12) Santos Fulgencio Alfaro, 13) Ángel Méndez García, 14) Jesús Vidal Cubías Rivas, 15) Andrés Hernández, 16) José Benigno Gálvez Ramírez, 17) Ofelio (o Rogelio) López, 18) Pedro Juan Valladares Morales, 19) José Horacio Herrera García, 20) Marcos Antonio Flores Hidalgo, 21) Víctor Antonio Rosales Ramírez, 22) Bernabé López, 23) Manuel Francisco Rivas, 24) José Fermín Rivas, 25) Jorge Alberto Molina Mercado, 26) Aurean Merino, 27) Felipe Álvaro Hernández Alvarado, 28) José Alfredo Rivas Rivas, 29) Jesús Napoleón Mejía Guardado, 30) José Mauricio Sánchez Vásquez, 31) Manuel Antonio Ramírez Romero, 32) Agruelio de Jesús Gómez Rivas.


� En la petición inicial de fecha 16 de octubre de 2003, los peticionarios individualizaron a los siguientes familiares de las presuntas víctimas: Santos Corvera de Cubías (madre de Carlos Arsenio Cubías) fallecida el 12 de noviembre de 2010, Francisco Paniagua Guerrero (padre de José Inés Mendoza), Marcos Cándido Constanza Salinas (hermano de Mauricio Antonio Constanza), María del Carmen Guevara Martínez (conviviente de Mario Roberto Paiz Godoy), Juana de Jesús Palacios Viuda de García (madre de Julio de Jesús Palacios Mejía), Antonia Elizabeth García Guzmán (hija de Luis Miguel Guzmán González), Ricardo Antonio Umaña Mejía (padre de Ángel Norberto Umaña), María Arcadia Díaz Ramos (madre de Santos Sabino Díaz, Gloria Elizabeth Espinoza Cubías (conviviente de  Fredy Benedicto Flores), María Cristina Vásquez de Osorio (madre de Iván Antonio Vázquez), Rogelio Humberto Martínez (padre de Pedro Efraín Martínez Montano), María Margarita Reyes Rodríguez (conviviente de Santos Fulgencio Alfaro), Cristina Méndez de Bardales (hermana de Ángel Méndez García), Elba Devora Rivas) (madre de Jesús Vidal Cubías Rivas, María Antonia Carmona (hermana de Andrés Hernández, Rosa Elvira Abarca Tobar (conviviente de José Benigno Gálvez Ramírez, Margarita López (hija de Ofelio (o Rogelio) López), otorgó poder a Dina López de Portillo, Romelia Morales Lara (madre de Pedro Juan Valladares Morales), María Gladys Herrera de Ramírez (hermana de José Horacio Herrera García), Balbina Hidalgo Cubías Viuda de Flores (madre de Marcos Antonio Flores Hidalgo), Guadalupe de Jesús Rosales González (madre de Víctor Antonio Rosales Ramírez), María Magdalena López de López (hija de Bernabé López), Julia Rivas de Rivas (cónyuge de Manuel Francisco Rivas), María Santos Delgado Viuda de Rivas (cónyuge de José Fermín Rivas), María Dominga Molina de Palacios (madre de Jorge Alberto Molina Mercado), Esperanza Rafael Merino (hermana de Aurean Merino), María Bonifacia Hernández Viuda de Hernández (madre de Felipe Álvaro Hernández Alvarado), Teresa de Jesús Mejía Viuda de Rivas (cónyuge de José Alfredo Rivas Rivas), María Reina Monge Viuda de Mejía (cónyuge de Jesús Napoleón Mejía Guardado), Santos Tomás Sánchez Sánchez (padre de José Mauricio Sánchez Vásquez), Carlos Alberto Ramírez Romero (hermano de Manuel Antonio Ramírez Romero), Ignacio del Tránsito Gómez Pérez (hijo de Agruelio de Jesús Gómez Rivas).


� CIDH, Informe N° 03/01 (Admisibilidad), Caso 11.670, Amílcar Menéndez, Juan Manuel Caride y Otros (Sistema Previsional), Argentina, 19 de enero de 2001, párrafos 41 y ss.


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Mauricio Herrera Ulloa y Fernán Vargas Rohrmoser del Diario “La Nación” (Costa Rica), 3 de diciembre de 2001, párr. 50; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Informe No. 32/07, Petición  429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros (Chile), 7 de marzo de 2003, párr. 41; Informe No. 4/04, Petición 12.324, Rubén Luis Godoy (Argentina), 24 de febrero de 2004, párr. 43; Petición 429-05, Juan Patricio Marileo Saravia y Otros (Chile), 23 de abril de 2007, párr. 54; Petición 581-05, Víctor Manuel Ancalaf LLaupe (Chile), 2 de mayo de 2007, párr. 46.





